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Resumen  

El presente artículo muestra los resultados de una investigación, que giró en torno a la 
figura de la pérdida de competencia consagrada en el Código General del Proceso, su 
correlación con los principios de inmediación, celeridad, eficiencia y eficacia, y su afec-
tación al derecho a la tutela judicial efectiva. El derecho a la tutela judicial efectiva, es 
un derecho constitucional que está regulado en la Carta Política de 1991, y que consagra 
el derecho de todas las personas de acceder a la justicia. Esta norma se aplica en con-
cordancia con el artículo 29 constitucional que consagra el derecho fundamental al 
debido proceso. De lo anterior se extrae la temática de nuestra investigación, que con-
siste en analizar el acceso a la justicia sin dilaciones injustificadas a la luz de la nueva 
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normativa procedimental introducida por la Ley 1564 de 2012 por la cual se expidió el 
Código General del Proceso (en adelante CGP).  

 

Palabras Clave: Pérdida de competencia, factor de temporalidad, Código General de 
Proceso, tutela judicial efectiva. 

 

Abstract 

This article shows the results of an investigation, which focused on the loss of jurisdic-
tion enshrined in the General Code of Procedure, its correlation with the principles of 
immediacy, speed, efficiency and effectiveness, and its impact on the right to effective 
judicial protection. The right to effective judicial protection is a constitutional right 
regulated in the 1991 Political Charter, which enshrines the right of everyone to have 
access to justice. This rule is applied in accordance with article 29 of the Constitution, 
which enshrines the fundamental right to due process. The subject matter of our inves-
tigation is drawn from the above, which consists of analyzing access to justice without 
unjustified delays in light of the new procedural regulations introduced by Law 1564 of 
2012 by which the General Code of Procedure (hereinafter CGP) was issued. 

 

Keywords: Loss of competence, temporality factor, General Code of Procedure, effec-
tive judicial protection. 

 

 

a nueva legislación trae innovaciones importantes que buscan 
imprimirle celeridad y eficiencia a la administración de justicia. 
Entre las más destacadas se encontró la introducción del sistema 

oral o por audiencias que adopta la oralidad como regla general del pro-
ceso civil, sin abandonar de todo la escrituralidad, pues la conserva para 
los actos introductorios y otras actuaciones. Se destaca también la unifi-
cación de procesos y términos judiciales, la incorporación del proceso 
monitorio y el régimen de insolvencia de persona natural no comercian-
te. Pero en cuanto a la mora judicial, quizá el elemento que más aqueja a 
la justicia colombiana y que es originado por múltiples factores, es la 
figura de la duración razonada del proceso contenida en el artículo 121 y 
que consagra la pérdida de competencia por factor de temporalidad, co-
mo la hemos denominado, que consiste en la pérdida de competencia de 
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un juez sobre un proceso de su conocimiento, si pasado un año después 
de haber sido admitida, no se ha dictado sentencia.  

En la exposición de motivos del proyecto de Código General del Pro-
ceso (ICDP, s.f.) hecha por el Instituto Colombiano de Derecho Proce-
sal, se indica claramente que la inclusión de esta regla busca hacer la jus-
ticia más ágil y que no exista un enorme espacio de tiempo entre la admi-
sión de la demanda y la sentencia judicial. Con esta finalidad, los promo-
tores de la nueva legislación, crearon nuevas reglas de procedimiento que 
fortalecen el principio de celeridad procesal. Es por ello que se consagran 
términos perentorios, como el de doce meses para emitir el fallo judicial, 
y seis para decidir en segunda instancia. Sin embargo, resulta preocupan-
te el exagerado interés por imponer un plazo perentorio para emitir una 
sentencia, obviando aspectos fundamentales como los principios de in-
mediación, eficiencia y eficacia, de cara a la recta administración de justi-
cia y a obtener una sentencia justa, no solamente en derecho, que pro-
penda la consecución de la verdad procesal y con ello la satisfacción de 
los derechos de los justiciables. 

Es preciso, entonces, analizar la figura de la pérdida de competencia 
por el factor de temporalidad contenida en el artículo 121 del CGP, fren-
te a los principios de inmediación, celeridad, eficiencia y eficacia, y su 
afectación al derecho de tutela judicial consagrado en el artículo 228 de la 
Constitución Política de 1991. Para ello es necesario estudiar el derecho 
de tutela judicial efectiva consagrado en la normativa constitucional, le-
gal, jurisprudencial y en la doctrina colombiana, identificar la figura de la 
pérdida automática de la competencia por el factor de temporalidad con-
sagrada en el artículo 121 del CGP, establecer la correlación entre los  
principios de inmediación, celeridad, eficiencia y eficacia,  y estudiar la 
figura de pérdida de competencia por el factor de temporalidad, para 
luego determinar el grado de afectación del derecho de tutela judicial 
efectiva en Colombia, de cara a la nueva legislación. 

Adicionalmente, se hace necesario dar una mirada a los principios de 
inmediación, celeridad, eficiencia y eficacia dentro del CGP, ya que éstos 
tienen relación directa con la figura de la pérdida de la competencia y el 
derecho a la tutela judicial efectiva. 
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Sobre este tema, no es mucho lo que se ha disertado, salvo algunas re-
ferencias bibliográficas y doctrinales, sin embargo, hay mucho que cons-
truir y debatir, pues lo consagrado en el CGP puede constituirse en una 
verdadera utopía. 

Es por ello que la presente investigación giró en torno a la siguiente 
pregunta problema: ¿La pérdida de competencia por el factor de tempo-
ralidad contenido en el artículo 121 del Código General del Proceso, y su 
correlación con los principios de inmediación, celeridad y eficacia, afec-
tan el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el artículo 228 de 
la Constitución Política de 1991?  

Esta es una investigación jurídica, con enfoque cualitativo, teórica, cu-
yo objetivo principal fue determinar el grado de afectación del derecho a 
la tutela judicial efectiva, a la luz de la figura de la pérdida de competen-
cia consagrada en el artículo 121 del Código General del Proceso. Como 
método para la recolección de información, se consultaron fuentes se-
cundarias como libros, artículos de revistas, documentos web, revistas 
electrónicas y bases de datos, con el propósito de construir nuestro mar-
co teórico conceptual. 

Con este artículo se busca aportar al debate académico y jurídico so-
bre la figura de la duración razonable del proceso y a la discusión sobre 
la concreción de dicha disposición normativa de cara a la materialización 
del derecho de acceso a la justicia. 

Metodológicamente hablando, el orden del artículo es el siguiente: 
primero analizaremos el derecho de acceso a la justicia como derecho 
constitucional y su desarrollo en la normativa, la jurisprudencia y la doc-
trina colombiana. En segundo lugar, se hará un estudio de los principios 
de inmediación, celeridad, eficiencia y eficacia. Como tercer punto se 
estudiará la figura de la pérdida de competencia  consagrada en el Código 
General de Proceso; y seguidamente se analizará el grado de afectación 
de la figura de la pérdida de competencia frente al derecho de tutela judi-
cial efectiva en Colombia. Finalmente plantearemos las conclusiones y 
propuestas producto de la investigación. 
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1. Derecho a la tutela judicial efectiva 

Colombia al ser un Estado social de derecho que propende por la dignidad 
humana y la igualdad entre las personas, consagra dentro de su ordena-
miento jurídico un sin número de garantías constitucionales, legales y 
jurisprudenciales que han permitido en cierta medida lograr la solución 
pacifica de los conflictos jurídicos que se pueden ocasionar entre particu-
lares y el mismo Estado; es aquí donde hace su aparición el derecho a la  
tutela judicial efectiva, definido como aquel  que tienen todas las perso-
nas a acceder al aparato jurisdiccional del Estado, cuando consideren que 
sus derechos se encuentran quebrantados, ya sea por la acción u omisión 
de un servidor o autoridad pública o un particular. 

Nuestra Constitución Política enmarca este derecho dentro de dos ar-
tículos, a saber, el artículo 29 y el artículo 228. El Artículo 29 consagra lo 
siguiente: El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judi-
ciales y administrativas, Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y 
con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En 
materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se 
presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpa-
ble. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzga-
miento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a pre-
sentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impug-
nar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho.  Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del 
debido proceso (Constitución Política de Colombia, artículo 29). Asi-
mismo, en el artículo 229 “Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a 
la administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la repre-
sentación de abogado” (Constitución Política de Colombia, artículo 229); por 
lo que se hace evidente que el derecho a la tutela judicial efectiva es el 
desarrollo de la aplicación de los dos artículos antecesores. Sobre el par-
ticular, José Cárdenas Torres (s.f.) considera que (…) mientras que la 
tutela judicial efectiva supone tanto el derecho de acceso a los órganos de 
justicia como la eficacia de lo decidido en la sentencia, es decir, una con-
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cepción garantista y tutelar que encierra todo lo concerniente al derecho 
de acción frente al poder-deber de la jurisdicción, el derecho al debido 
proceso, en cambio, significa la observancia de los derechos fundamenta-
les esenciales del procesado, principios y reglas esenciales exigibles den-
tro del proceso como instrumento de tutela de los derechos subjetivos. 

Igualmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia, 
ha definido el derecho a la tutela judicial efectiva como “la posibilidad 
reconocida a todas las personas residentes en Colombia de poder acudir 
en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para 
propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección 
o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta 
sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena ob-
servancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las 
leyes”. Este derecho constituye un pilar fundamental del Estado Social 
de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que for-
ma parte del núcleo esencial del debido proceso (Sentencia C 279-13, 
2013).  

Para los doctrinantes, el derecho a la tutela judicial efectiva tiene un carác-
ter prestacional que busca que se despliegue, la actividad judicial y se 
responda a través del proceso a las pretensiones que se formulan, las que 
deben resolverse con base en el sistema de fuentes establecido por la 
jurisdicción independiente, imparcial y en un término razonable, median-
te una decisión de fondo motivada, salvo que concurran causas legítimas 
de inadmisión (Oñate, 2011). 

Es pertinente resaltar que este derecho no solo se limita a acceder a la 
justicia con la presentación de la demanda, sino que se compone de to-
das las actuaciones que debe desplegar el funcionario judicial para lograr 
la terminación efectiva del conflicto. Es decir, impregnar de legalidad 
todas las actuaciones judiciales, y dar aplicación a las normas y principios 
que reglamentan el ordenamiento jurídico procesal.  

La tutela judicial efectiva es una garantía procesal que debe estar pre-
sente desde el momento en que se accede al aparato jurisdiccional, hasta 
que se ejecuta de forma definitiva la sentencia dictada en concreto, es 
decir, que una vez garantizado el acceso a la justicia, cada uno de los de-
más principios y garantías constitucionales que conforman al proceso, 
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tales como el debido proceso, la celeridad, la defensa y la gratuidad, de-
ben ser protegidos en el entendido que el menoscabo de alguna de estas 
garantías estaría al mismo tiempo vulnerando el principio a la tutela judi-
cial efectiva (Gutierrez, 2009). Así  mismo, implica una administración de 
justicia rápida y oportuna, donde el administrado no esté sometido a las 
demoras que se convierten en negación de justicia, es decir, procesos 
donde prevalezca la celeridad, eficacia y la economía, en palabras Jean de 
la Bruyere (1645-1696) “Una cualidad de la Justicia es hacerla pronta y 
sin dilaciones; hacerla esperar es injusticia”. 

La duración razonada del proceso es parte integrante del derecho de 
tutela judicial efectiva; tiempo que fue reglado por el Código General del 
Proceso en el artículo 121: (…) Salvo interrupción o suspensión del pro-
ceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año 
para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la 
notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo 
a la parte demandada o ejecutada (…). En este sentido, los principios de 
inmediación, celeridad, eficacia y eficiencia, toman una gran importancia 
dentro del marco de esta normatividad, toda vez que se busca que el 
proceso sea más dinámico, flexible y rápido, sin excesivos formalismos 
que lleven a una negada justicia; sin embargo, consideramos que en algu-
nos casos, la norma antes transcrita puede ser violatoria del principio de 
inmediación,  principalmente en lo que respecta a la pérdida de compe-
tencia que sufriría el juez en eventos como el siguiente: a un juez civil 
municipal se le venció el término que tenía de un año para realizar todas 
las actuaciones del proceso y dictar sentencia, dicho término se venció 
una vez culminada la etapa probatoria, y 15 días antes de proferir fallo. 
Por operar la figura de la pérdida de competencia, ésta pasa a manos de 
un nuevo juez, quien no ha estado en contacto ni con las partes, ni con el 
proceso, ni con las pruebas, lo que  a nuestro parecer puede constituirse, 
de cierto modo, en una medida violatoria del principio de inmediación y 
con ello a una recta administración de justicia, pues ¿qué calidad puede 
tener una sentencia de un juez que no conoció del proceso y que le llega 
de afán y tiene que resolver y fallar en un tiempo mucho inferior que el 
que tuvo el juez original? Pero podríamos ir más allá, desde un punto de 
vista más filosófico podríamos afirmar que este escenario procesal podría 
afectar la verdad material o verdadera por buscar una verdad procesal 
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simplemente atenido a lo que digan los expedientes, desnaturalizándose 
así el proceso de partes y oral que introduce la nueva legislación.  

Éste es el punto de partida para entrar a analizar la afectación del de-
recho a la tutela judicial efectiva por la pérdida de competencia por el 
factor de temporalidad.  

 

2. Principios de Inmediación, Celeridad, Eficiencia y Eficacia 

El Código General del Proceso, recoge muchos de los principios que 
estaban consagrados en el Código de Procedimiento Civil, e incorpora 
algunos otros para revestir de legalidad las innovaciones procesales in-
troducidas en la nueva legislación. Esta regulación la hace en el título 
preliminar, a partir del artículo 2° hasta el artículo 14, sección en la cual 
desarrollan los principios rectores u orientadores de la nueva legislación 
procesal. De ellos, esta investigación se refiere a los principios de inme-
diación, celeridad, eficiencia y eficacia. 

 

2.1. El Principio de Inmediación 

Para entrar a hablar del principio de inmediación miremos el concepto 
básico de inmediación. Nicolás Cabezudo Rodríguez (2008), sobre la 
inmediación expresa que “El vocablo inmediación expresa convencio-
nalmente proximidad o contigüidad a algo, cercanía física a un objeto 
material que es susceptible de convertirse en un método de conocimien-
to e interacción con el objeto de que se trate.”. Vista desde el punto de 
vista procesal, en el sistema colombiano actual, uno de los principios más 
importantes es el de la inmediación, pues este conlleva, al momento de 
enfrentarse en el litigio las partes, a través de la oralidad, a que el juez 
tenga una relación directa con los hechos, pruebas, alegatos y pretensio-
nes del proceso, así como también a intervenir, si a bien lo tiene, en 
cualquier etapa del proceso. De esta forma el juez puede formase una 
convicción más real a través del conocimiento directo que recibe, sin ser 
contaminado por terceros. Tal y como lo manifiesta Liliana Romero 
(2012), este principio no es exclusivo del proceso oral, tiene probabilida-
des de ser combinado en cualquier tipo de proceso, sea escrito, oral o 
mixto, con diferentes consecuencias para cada proceso. Klein (1927), 
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citado por la misma autora, señala que la oralidad es la compañera nece-
saria de la inmediación en el procedimiento. En tanto en cuanto el pro-
cedimiento sea inmediato, la oralidad no precisa de otra fundamentación. 
La clave del proceso se halla en la exposición del caso litigioso, en la re-
construcción del supuesto fáctico y en la prueba, ésta asegura el proceso, 
facilita las aclaraciones y suministra los mejores puntos de vista y las me-
jores impresiones sobre las personas del juicio. 

Por su parte, al referirse a la inmediación, Cabezudo Rodríguez 
(2008), sostiene, citando a Carnelutti que: “el problema de la estructura 
del proceso está dominado por el fin de poner lo mejor que sea posible 
al juez en condiciones de conocer la Litis”.  

Al tenor de lo anterior, el principio de inmediación en el CGP, se 
consagra en el textualmente de la siguiente manera: “Inmediación. El 
juez deberá practicar personalmente todas las pruebas y las demás actua-
ciones judiciales que le correspondan. Solo podrá comisionar para la 
realización de actos procesales cuando expresamente este código se lo 
autorice (…)” (Ley 1564 de 2012, artículo 6°). 

Para Nattan Nisimblat (2013), el principio de inmediación reviste gran 
importancia en el escenario procesal, ya que éste “obliga al juez a estar en 
permanente contacto con la prueba, a recaudarla personalmente, a pre-
senciarla, a controlarla”. En palabras de este autor, con esta disposición, 
se garantizan también los principios de “inmediación y la inmaculación”, 
lo que le da la posibilidad al operador judicial de “percibir” lo que se 
muestra en la prueba, y adicionalmente le da la facultad de impedir que lo 
practicado en la diligencia probatoria “se altere”. Es por ello que, a la luz 
de la figura de la pérdida de la competencia, resulta preocupante la cali-
dad de la sentencia de un juez que no estuvo en contacto con la prueba y 
que solo tiene referencias por medio del expediente, ni tuvo contacto 
directo con el proceso ni con las partes, ya que no se tendría garantía de 
una sentencia justa, que consiga la verdad material, para poder así admi-
nistrar una recta justicia.  

Ahora bien, en referencia a la figura de la perdida de competencia por 
factor de temporalidad, nos cuestionamos sobre la observancia de este 
principio, toda vez que cuando se traslade la competencia a un juez dis-
tinto al que practicó las pruebas y conoció de las mismas, podríamos 
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estar en un escenario que no solo vulnera este principio, sino que afecta 
directamente la calidad de la sentencia y con ello los derechos de los jus-
ticiables que quedan a expensas de lo que decida un juez que no conoció 
del proceso. Incidiendo de esta manera en el derecho a la tutela judicial 
efectiva en referencia a la calidad y contenido de la sentencia. 

 

2.2. El principio de Celeridad 

El Diccionario Enciclopédico Larousse (2009), define el término de cele-
ridad como “Prontitud o velocidad en la ejecución de un movimiento la 
celeridad en la realización de un trámite.”  Sobre este principio, Carnelut-
ti (2007), citado por Nisimblat (2013), señala lo siguiente: cuando oímos 
decir que la justicia debe ser rápida, tenemos ahí una forma que se debe 
tomar con beneficio de inventario; el clisé de los llamados hombres de 
Estado que prometen a toda discusión del balance de la justicia que ésta 
tendrá un desenvolvimiento rápido y seguro. 

Sin embargo, nada más lejos de la verdad. En el sistema colombiano, 
el principio de celeridad es integrante esencial y fundamental del debido 
proceso, y se materializa cuando se cumplen en un tiempo determinado 
todas y cada una de las etapas previstas para el proceso, las cuales están 
fijadas por el legislador respetando un orden lógico y las formas propias 
de cada juicio. Su finalidad consiste en que los procesos judiciales deben 
ser céleres y prontos, y procurar la ausencia de dilaciones que prolonguen 
en el tiempo la sentencia judicial de la fecha de iniciación del proceso. 
No obstante, por garantizar la celeridad en los procesos, éstos no se de-
ben llevar de manera irresponsable, sacrificando por las formas y térmi-
nos judiciales, la verdad y la solución justa del litigio que se pone en co-
nocimiento del juez.  

Mucha discusión se ha suscitado sobre este principio, pero muy poco 
se ha escrito de él; solamente encontramos referencias ligeras y sucintas 
que concluyen en que éste debe ser  una regla que propenda por el aho-
rro de tiempo en los procesos. Para materializar este principio, el legisla-
dor, en cada sistema procesal, ha diseñado instituciones como la perento-
riedad de los términos procesales, para impulsar la rapidez de los proce-
sos, sin embargo, en la praxis jurídica vemos que los términos procesales 
aplican para los sujetos procesales sin aplicarle al juez. Si bien no está 
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regulado en un artículo dentro del catálogo del título preliminar del CGP, 
el principio de celeridad está diseminado en todo el código, pero espe-
cialmente en el artículo 121 que consagra la duración razonable del pro-
ceso, como un intento de imprimirle celeridad a la justicia civil colom-
biana. 

Sobre el particular, señala Carnelutti (2007): Por desgracia, la justicia, 
si es segura no es rápida, y si es rápida no es segura. Preciso es tener el 
valor de decir, en cambio, también del proceso: quien va despacio, va 
bien y va lejos. Esta verdad trasciende, incluso, de la palabra misma 
"proceso", la cual alude a un desenvolvimiento gradual en el tiempo: 
proceder quiere decir, aproximadamente, dar un paso después del otro.  

 

2.3. Principios de Eficiencia y Eficacia 

El principio de eficiencia, va acompañado casi siempre del principio de 
eficacia. Muchos autores, como Nattan Nisimblat (2013), citando al Dic-
cionario de la lengua española, lo definen como la capacidad de disponer 
de alguien o de algo para conseguir un efecto determinado. En su obra, 
Nisimblat (2013), hace referencia al principio de eficiencia y lo circuns-
cribe al tema de las notificaciones en el proceso civil, y al principio de 
eficacia lo referencia al tema de notificaciones en el proceso constitucio-
nal de tutela. 

Sin embargo, para el tema que nos ocupa, consideramos que este 
principio es mucho más amplio y afecta directamente la tutela efectiva de 
quienes acuden al aparato jurisdiccional del Estado, la eficiencia no se 
debe predicar sobre si a las partes las notificaron bien o mal, sino que 
debe ir ligada a la efectividad de la sentencia judicial y a la concreción de 
la justicia material de los administrados, ya que con la materialización de 
estos principios no solamente se persigue que el administrado acceda a la 
justicia y se cumplan las formas de cada juicio, sino que el operador de 
justicia solucione el conflicto de manera efectiva, eficiente y eficaz. En tal 
sentido, no importa el área en que se maneje, son dos adjetivos que de-
notan unas cualidades, pues a través de ellos buscamos la optimización 
de los procesos lógicos en los cuales son aplicables. 
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Algunos autores, como Néstor Correa Henao (2005), citando a Jimé-
nez Asenjo consideran que la eficiencia persigue conseguir el máximo 
resultado con un mínimo de gastos. Por su parte, Bujosa V. (s.f.), al refe-
rirse a estos principios, considera que la eficiencia y la eficacia como 
principios del CGP, como una de las principales preocupaciones del le-
gislador colombiano que se traslucen en el articulado del nuevo Código 
es la que plantea la eficiencia de las normas promulgadas y la eficacia de 
los derechos que deban ser protegidos a través de los procesos regulados 
por ellas. Aquí es donde adquiere su importancia la instrumentalidad del 
proceso, y más aún del procedimiento, que tienen su reflejo en el princi-
pio de prioridad del derecho sustancial. Así el CGP recoge la innovadora 
fórmula constitucional del artículo 228 sobre la prevalencia del derecho 
sustancial en las actuaciones de la rama judicial del poder público.  

Sobre este principio, la Corte Constitucional señaló que (…) La efec-
tividad de los derechos se desarrolla con base en dos cualidades, la efica-
cia y la eficiencia administrativa. La primera relativa al cumplimiento de 
las determinaciones de la administración y la segunda relacionada con la 
elección de los medios más adecuados para el cumplimiento de los obje-
tivos. Es por ello que las dos cualidades permiten la verificación objetiva 
de la distribución y producción de bienes y servicios del Estado destina-
dos a la consecución de los fines sociales propuestos por el Estado Social 
de Derecho. Por lo tanto, la administración necesita un apoyo logístico 
suficiente, una infraestructura adecuada, un personal calificado y la mo-
dernización de ciertos sectores que permitan suponer la transformación 
de un Estado predominantemente legislativo a un Estado administrativo 
de prestaciones (Sentencia T-068, 1998). 

La eficiencia no solamente puede ser predicable para las figuras de 
notificación en materia civil y constitucional, por el concepto mismo, ya 
que cuando hablamos de una justicia eficiente no nos referimos a una 
justicia donde se notifica en debida forma, nos referimos a una justicia 
que cumple con su cometido, que llega al fin último del proceso, que 
procura la consecución de la verdad procesal, que propende por la solu-
ción de los conflictos que los administrados ponen en su conocimiento. 
Cuando hablamos de justicia eficiente nos referimos a que el aparato 
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jurisdiccional del Estado contribuye con el cumplimiento de los fines 
esenciales del Estado Social de Derecho. 

 

3. La duración razonada del proceso y la figura de la pérdida au-
tomática de la competencia por el factor de temporalidad consa-
grada en el artículo 121 del Código General del Proceso 

Congestión y mora judicial, dos obstáculos fundamentales para el dere-
cho de acceso a la administración de justicia. La congestión judicial pue-
de ser definida, en palabras de Mabel Londoño Jaramillo como el volu-
men de la demanda superior a la capacidad razonable de respuesta de la 
Rama Judicial, y el atraso endémico de la justicia, entendido como la de-
mora en la definición de la controversia jurídica sometida a considera-
ción del juez, respecto del tiempo normativo establecido para la decisión 
del mismo (Londoño, 2008). Ésta se presenta “cuando el aparato judicial 
establecido por la Constitución y la ley, no es capaz de responder opor-
tunamente a las necesidades de las personas” (Torres Calderón, 2002).  

Las causas de estos dos fenómenos, se deben a múltiples factores, en-
tre ellos los excesivos ritualismos, la multiplicidad de procesos, el rezago 
de los funcionarios judiciales, falta de operadores de justicia, infraestruc-
tura, etc., que como consecuencia trae la congestión del aparato jurisdic-
cional del Estado. Para dar solución a este problema, desde siempre se 
han hecho muchos intentos para descongestionar a la rama judicial e 
imprimirle un poco de celeridad a la justicia, confiriendo funciones juris-
diccionales a particulares y autoridades administrativas, creando leyes de 
descongestión, aumentando mínimamente el número de sedes judiciales, 
pero el problema se niega a desaparecer. El intento más reciente, y quizá 
el más importante, fue el que adoptó la oralidad en la jurisdicción civil a 
través de la Ley 1395 de 2010, la más reciente disposición legislativa en 
materia de descongestión judicial, y antesala de lo que hoy conocemos 
como Código General del Proceso, con la finalidad de imprimirle celeri-
dad a los procesos judiciales, desjudicializando los conflictos, simplifi-
cando los procedimientos y racionalizando el aparato jurisdiccional del 
Estado. (López Blanco, 2010).  

Sin embargo, el intento por mejorar el sistema judicial no ha parado, y 
con la expedición de la Ley 1564 de 2012, y la unificación de los proce-
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sos civiles, se persiguió garantizar la materialización del derecho de tutela 
judicial efectiva de quienes acuden al aparato jurisdiccional del Estado. 
Dentro de las innovaciones o modificaciones más importantes que po-
demos identificar, encontramos la incorporación de la figura de la dura-
ción razonada del proceso. La inclusión de esta regla, tiene su fundamen-
to en la materialización de la justicia, evitar las dilaciones procesales y 
superar la mora judicial en la que está subsumido nuestro sistema judi-
cial. Para la materialización de lo anterior, el CGP implementa una serie 
de herramientas como la adopción del sistema oral y por audiencias, la 
incorporación de las tecnologías de la información y la comunicación, el 
fortalecimiento de la figura del juez como director del proceso, la des 
formalización de los procesos, entre otros. 

Sin embargo, todas estas herramientas están al servicio del concepto 
de duración razonable del proceso. Sobre el particular, el artículo 121 del 
CGP establece claramente lo siguiente: salvo interrupción o suspensión 
del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un 
(1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a par-
tir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento 
ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del mismo modo, el plazo 
para resolver la segunda instancia, no podrá ser superior a seis (6) meses, 
contados a partir de la recepción del expediente en la secretaría del juz-
gado o tribunal. Pero ¿por qué entrar a poner límites temporales para la 
materialización de la justicia en los procesos en Colombia? Sin duda al-
guna, lo anterior supone que si aplicamos el principio de legalidad, un 
proceso civil, en vigencia del CGP, no debe superar el término de 12 
meses entre la incoación de la acción y la sentencia de primera instancia; 
y en caso de que se acuda la segunda instancia, ésta no debe exceder el 
término legal de seis meses. ¿Utopía? 

En esta norma, se encuentra contenida lo que para muchos se consi-
dera una utopía, y para otros una realidad por construir; lo cierto es que 
quedó consagrada y el operador judicial está en obligación de aplicarla. 
Pero ¿qué pasa si por cualquier razón, el juzgador no dicta sentencia den-
tro del año consagrado en el inciso primero del artículo 121 del CGP? La 
respuesta a este interrogante está contenida en el inciso segundo de la 
misma norma, que establece que: (…) Vencido el respectivo término 
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previsto en el inciso anterior sin haberse dictado la providencia corres-
pondiente, el funcionario perderá automáticamente competencia para 
conocer del proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el 
expediente al juez o magistrado que le sigue en turno, quien asumirá 
competencia y proferirá la providencia dentro del término máximo de 
seis (6) meses. La remisión del expediente se hará directamente, sin nece-
sidad de reparto ni participación de las oficinas de apoyo judicial. El juez 
o magistrado que recibe el proceso deberá informar a la Sala Administra-
tiva del Consejo Superior de la Judicatura sobre la recepción del expe-
diente y la emisión de la sentencia. (Ley 1564, 2012). 

Esta figura no es tan simple como que pasa un año y se le transfiere la 
competencia a otro juez para que este decida. El artículo 121 trae una 
regla especial que en la realidad se traducirá en una demora en la admi-
nistración de justicia, pues establece que la Sala Administrativa del Con-
sejo Superior de la Judicatura, tendrá la posibilidad de  “indicar a los jue-
ces de determinados municipios o circuitos judiciales que la remisión de 
expedientes deba efectuarse al propio Consejo Superior de la Judicatura, 
o a un juez determinado” (Ley 1564 de 2012, artículo 121). Ahora bien, 
la misma norma señala que en un lugar no haya otro juez de la misma 
categoría y especialidad, el proceso pasará al juez que designe la sala de 
gobierno del tribunal superior respectivo, indistintamente de la naturale-
za. Frente a esta disposición judicial nos preguntamos sobre cuál va a ser 
la calidad del fallo judicial si éste lo profiere un juez distinto al que cono-
ció del proceso, que no tuvo contacto con las pruebas, que nos las prac-
ticó, ni las presenció, que sólo conoce de un expediente muerto. Nos 
preocupa la consecución de la verdad material, no la verdad procesal, la 
que surge del expediente. Qué sentido tiene consagrar una norma que, en 
primer lugar, se va a constituir en una utopía procesal, pues faltan mu-
chos años para que Colombia salga del rezago de tener una de los siste-
mas judiciales más lentos del mundo. Qué sentido tiene adoptar un sis-
tema oral, si cuando opere la pérdida de competencia el juez solamente 
estará al frente de un expediente, y que por negligencia o por cualquier 
otro motivo, le toca resolver. Con qué cara dictará sentencia en nombre 
de la República un juez que es ajeno al proceso. Todos estos interrogan-
tes se suscitan de cara a esta figura procesal. 
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Ahora bien, el artículo 121 del CGP, abre la posibilidad para que el 
juez que conoce del proceso, pueda prorrogar hasta por seis meses más 
la duración del mismo mediante un auto que no es susceptible de recurso 
alguno. Este es un tema que resulta inquietante, porque si bien es cierto 
que el inciso que habla sobre el particular, da la posibilidad a que el juez 
o tribunal de instancia, pueda prorrogar su competencia, se considera 
esta medida como excepcional, pero a raíz de nuestra realidad jurídico-
procesal veremos que se constituirá en la regla general de todos los jue-
ces. 

La pérdida de competencia no acarrea ningún tipo de sanción para el 
juez, ya que según el artículo 121, solamente deberá remitir un informe al 
Consejo Superior de la Judicatura, exponiendo los motivos por los cuales 
no le fue posible cumplir con el término perentorio de 12 meses para 
emitir su fallo, sin que para este no sobrevenga ningún tipo de sanción, 
solamente se tendrá en cuenta como un criterio de evaluación de desem-
peño del operador judicial. 

Las consecuencias no son para el juez, sino para el proceso, puesto 
que se consagra una nulidad, ya que el artículo 121 establece claramente 
que “(…) Será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el 
juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva providen-
cia.” Toda esta discusión va enfocada a un solo punto: el CGP fue idea-
do y expedido para garantizar el acceso a la justicia, pero consideramos 
que en su cuerpo normativo se introdujeron algunas disposiciones preci-
pitadas, y aunque se debatieron en el curso normal y legal, seguimos con-
siderando que en la realidad estas ideas como por ejemplo la duración 
razonable del proceso, aunque buenas, resultarán a la postre, en un ele-
mento más para la dilatar la administración de justicia; y no solo en tér-
minos procesales, sino en términos materiales. 

 

4. Nulidad de pleno derecho por pérdida de la competencia por el 
factor de temporalidad 

Primeramente, es necesario aclarar el concepto de nulidad, para ello la 
Corte Constitucional en Sentencia C – 394 de 1994. M.P, Becerra Car-
vonell, ha definido lo siguiente: “Las nulidades consisten en la ineficacia 
de los actos procesales que se han realizado con violación de los requisi-
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tos que la ley ha instituido para la validez de los mismos; y a través de 
ellas se controla la regularidad de la actuación procesal y se asegura a las 
partes el derecho constitucional al debido proceso”. 

De manera que, las nulidades procesales se vislumbran cuando la litis 
presenta irregularidades o vicios que afectan el derecho al debido proce-
so que tienen las partes, y para determinar que trasfondo configura ese 
actuar, la doctrina y la jurisprudencia clasificaron las nulidades en sanea-
bles e insaneables, o sea, las que se pueden reparar y la que por el contra-
rio no tienen remedio alguno. Como nulidades insanables el Art. 144, 
numeral 6, inciso último del Código de Procedimiento Civil, tenía que 
eran aquellas provenientes de la falta de jurisdicción o de competencia 
funcional y las 3 y 4 del artículo140, de ahí que cuando se declaraba al-
guna de estas, lo actuado por el funcionario judicial no conservaba vali-
dez, pero ahora, con el estatuto general del proceso el legislador sola-
mente mantuvo como insaneables el proceder contra providencia ejecu-
toriada del superior, revivir un proceso legalmente concluido o pretermi-
tir íntegramente la respectiva instancia; quedando parcialmente saneables 
las nulidades derivadas a la falta de jurisdicción y falta de competencia 
funcional o subjetivo (Ley 1564 de 2012, artículo 138). 

Pero, ¿Qué pasa con la denominada falta de competencia por factor 
temporal procreada por el juez que dejó vencer el término de duración 
del proceso?, a esto, según el doctrinante Henry Sanabria Santos, la única 
forma en que la norma pueda tener operancia real es que se llegue a la 
conclusión de que se produce una perdida efectiva de competencia fun-
cional, pues el juez no puede continuar conociendo del proceso ni po-
drán las partes habilitar de forma alguna el término o consentir expresa-
mente en que el juez continúe con el proceso a su cargo, debido a que 
estamos en presencia de una causal de nulidad insanable  (Santos, 2011). 

Por su parte, Henan F. López Blanco, considera que cuando la norma 
prescribe que “no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para 
dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la noti-
ficación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la 
parte demandada o ejecutada”, consagra la obligación perentoria de aca-
tar el plazo, so pena de perder ipso jure, la facultad de sentenciar el res-
pectivo proceso, sin atender a requerimiento alguno que la operancia de 



Jorge A. Valdelamar. William R. López. Angie P. Luna. Sonia M. Álvarez 
 

 
228 

la preclusión consagra porque si el juez decide vencido el término la sen-
tencia estará afectada de nulidad debido a que carecía de competencia 
para hacerlo en ese especifico proceso. (López Blanco, 2010). 

Lo anterior, quiere decir que si un juez de la república después de pa-
sado un año, practico pruebas y escucho alegatos finales, lo actuado y 
conocido por él no conservará validez, pues estará viciado de nulidad de 
tipo insanable, algo que a todas luces resulta incoherente con el espíritu 
que el legislador quiso implementar en el nuevo régimen de nulidades del 
CGP, dado que los errores y la ineptitud de este juez no puede ser con-
traproducente a las parte, este peso de aniquilar con nulidad la actuacio-
nes no deben ser soportados por los intervinientes de la litis, ya que ellas 
entran al proceso confiando en que se les respetaran los principios de 
celeridad y economía procesal; de ahí que, se suprimió esa parte que 
obligaba a los jueces a dejar de conocer actuaciones que de una u otra 
manera le imprimían lentitud a los procesos, ahora, la jurisdicción y la 
competencia pueden ser prorrogables hasta cierto punto, sin que la fun-
ción pública de administrar justicia se vea truncada por errores procedi-
mentales. Al respecto señala Juan Colomobo Campbell (1997), al consi-
derar que quien considera que “los actos procesales ineficaces pueden 
llegar a ser eficaces, siempre que no se trate de inexistencia del acto”. 

En la vida, actualmente existen enfermedades que, pese a su alta peli-
grosidad, la ciencia ha encontrado medicinas para ello, entonces, por qué 
un proceso no puede tener cura para su afección. Cuando el artículo 121 
del CGP, habla que será nula de pleno derecho la actuación posterior 
que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva 
providencia, nos da a concluir que los operadores judiciales están en el 
deber de actuar de la manera más oportuna posible, de cara a un debido 
proceso de duración razonable y sin dilaciones injustificadas, y si luego 
de producirse la llamada falta de competencia por el factor de temporali-
dad, las partes no manifiestan nada al respecto, esta se saneara por ha-
berse convalidado y los actos procesales denotaran en eficaces, pues la 
nulidad es de carácter saneable. 
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5. Conclusiones 

Así las cosas, una vez realizada la presente investigación, se concluyó que 
la tutela judicial efectiva es la garantía procesal por excelencia, se encuen-
tra impregnada dentro de todas las actuaciones judiciales del proceso, 
por lo que la simple violación o afectación de un principio, regla o norma 
se constituye en violación a la tutela judicial efectiva. 

Ahora bien, teniendo en cuenta que el principio de inmediación es 
aquel por el cual el juez tiene contacto directo con las pruebas y con el 
proceso, al operar la pérdida de la competencia, el nuevo juez que co-
nozca del proceso, no tendrá contacto directo con las pruebas, se estaría 
violando este principio, pudiendo afectar con esto el derecho a la tutela 
judicial efectiva, comprendido éste no solo como el acto procesal de 
admisión de la demanda, sino de la solución del conflicto jurídico puesto 
en conocimiento de un juez. 

Si el principio de celeridad lo que persigue es que no existan dilacio-
nes en el proceso, porqué introducir una figura que materialmente lo que 
va a esa dilatar la emisión del fallo judicial, pudiendo, desde un principio, 
a la luz de nuestra realidad jurídica, haber contemplado un término más 
prudente y real para que el mismo juez que conoce del proceso, produz-
ca su fallo judicial, para ello se debería ampliar el término y darle las he-
rramientas. 

La duración razonable de proceso es una figura interesante y bonda-
dosa. No estamos en desacuerdo con ella, estamos en desacuerdo con el 
término perentorio de 12 meses y en las consecuencias o efectos que se 
deriva de no cumplir con el termino establecido para ello. 

La nulidad producto de una sentencia que se emita luego de haber 
operado la pérdida de competencia, consideramos es una nulidad sanea-
ble, en el entendido de que si las partes no lo advierten y es aceptada, 
sólo con el fin de que se emita una sentencia justa y en derecho. 

Se propone la unificación del proceso, en primera instancia, a quince 
meses sin posibilidad de prórroga, ya que esta regla excepcional se con-
vertirá en la regla general y se constituiría en un absurdo jurídico, pues 
todos los jueces al llegar el mes doce y al enfrentarse al vencimiento de 
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términos y no haber emitido su sentencia, se desbordarán en la produc-
ción de autos de prórrogas.  

Se propone que el juez no pierda la competencia, sino que por cada 
día de mora, pasado los quince meses que proponemos en el ítem ante-
rior, se le imponga una sanción disciplinara, que su mora sea considerada 
como una causal de mala conducta y se vea reflejada en su hoja de vida; y 
se le imponga una sanción pecuniaria por cada día de mora judicial en el 
que incurra, y que este dinero vaya a las arcas del Consejo Superior de la 
Judicatura o quien haga sus veces. 

Se propone que, si la imposibilidad de emitir el fallo judicial es causa-
da por maniobras dilatorias de las partes, existan consecuencias patrimo-
niales y disciplinarias que involucren tanto a los apoderados como a las 
partes. 

Adicionalmente, se propone que se incremente el presupuesto para el 
sector justicia para la creación de nuevas sedes judiciales en todo el terri-
torio nacional, la construcción de nuevos palacios de justicia, dotados de 
todas las tecnologías de la información y la comunicación, para garantizar 
la implementación de la oralidad en todos los juzgados del país, no de 
forma gradual sino definitiva. 
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